CONTRADICCIÓN DE TESIS 323/2016

CONTRADICCIÓN DE TESIS 323/2016 ENTRE LAS SUSTENTADAS POR EL TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO y el PRIMERo del SEGUNDO circuito, AMBOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA.
PONENTE: MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS.

SECRETARIA: GUADALUPE MARGARITA ORTIZ BLANCO.

Vo. Bo. 

Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al día primero de febrero de dos mil diecisiete.
Cotejó:

VISTOS, los autos para resolver el expediente relativo a la denuncia de contradicción de tesis identificada al rubro, y 

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Denuncia de la contradicción de tesis. Mediante escrito recibido el ocho de septiembre de dos mil dieciséis, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el quejoso ********** denunció la posible contradicción de tesis entre el criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el recurso de queja 14/2016 y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver el amparo en revisión 53/2015, que dio origen a la tesis aislada IV.3o.A.38 k (10a.).
El escrito de denuncia en lo conducente dice:

“Que con fundamento en el artículo 227 de la Ley de Amparo, denuncio la posible contradicción de tesis que a mi parecer se suscita entre las dictadas por el señalado Primer Tribunal Colegiado (sic) y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito al resolver el amparo en revisión 53/2015 (contenida en la tesis aislada de registro electrónico: 2009908), por lo que respecta a la procedencia o no del juicio de amparo indirecto que se promueva contra la omisión de expedir una credencial para votar (como acto reclamado), por parte del Instituto Nacional Electoral; lo que entraña saber si el tema se trata de la violación al derecho de petición, o de uno de naturaleza electoral que sirva para decretar el sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional, y que actualice de forma notoria y manifiesta la causa de improcedencia.
Lo anterior, pues según lo resolvió jurisprudencialmente la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para determinar que un acto es electoral, no basta el hecho se trate de una resolución o declaración de autoridad competente en materia electoral, sino que  debe valorarse el contenido material de la norma, acto o resolución. De manera que, en el caso referido, se requiere un estudio detallado de las implicaciones de la abstención y omisión de que se duele, para estar en aptitud de establecer si materialmente trastocan derechos políticos, las normas administrativas que rigen los procedimientos  de elección, o el derecho de petición, lo que sería propio de la sentencia constitucional y para que no pueda sesgarse anticipadamente el acceso al juicio de amparo mediante un sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional, en respeto al derecho humano a un recurso efectivo.”
SEGUNDO. Trámite del asunto. Por acuerdo de doce de septiembre de dos mil dieciséis, el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo con el número 323/2016; instruyó a la Presidencia de los Tribunales Colegiados involucrados en esta contradicción de tesis a efecto de que remitieran versión digitalizada del original o, en su caso, de la copia certificada de las ejecutorias dictadas en los asuntos de su índice, respectivamente; asimismo, informaran si el criterio sustentado en los asuntos de su índice se encuentra vigente o, en su defecto, señalaran la causa para tenerlo superado o abandonado.
Asimismo ordenó se turnara el asunto a la Señora Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos para su estudio.
Mediante acuerdo de veintinueve de septiembre de dos mil dieciséis el Presidente de la Segunda Sala de este Alto Tribunal ordenó que ésta se avocara al conocimiento del asunto.
C O N S I D E R A N D O:

PRIMERO. Competencia.  Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente denuncia de contradicción de tesis, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción XIII, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 226 fracción II, de la Ley de Amparo en vigor; y 21, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, y en los Puntos Primero y Segundo, fracción VII, del Acuerdo General 5/2013 del Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

SEGUNDO. Legitimación. La presente denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legítima, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 227, fracción II, de la Ley de Amparo, toda vez que fue formulada por el quejoso en el recurso de queja 14/2016, parte en uno de los asuntos que motivan la contradicción de tesis.
TERCERO. Criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el recurso de queja 14/2016.
“Ahora bien, como se anticipó, no asiste razón al recurrente, toda vez que se considera ajustada a derecho la determinación del Juez de Distrito, de desechar de plano la demanda de amparo porque el acto reclamado es de naturaleza electoral.  

Para justificar dicha conclusión, en primer lugar, es preciso destacar que el artículo 113 de la Ley de Amparo establece la facultad de los jueces constitucionales de examinar el escrito de demanda y prevé que, de encontrarse motivo manifiesto e indudable de improcedencia, la desechará de plano, supuesto que se actualiza, como se ha reiterado en la jurisprudencia, cuando el trámite del juicio no genere posibilidades probatorias de arribar a una conclusión diversa.

De lo que cobra singular relevancia precisar que por ‘manifiesto’ debe entenderse lo que se advierte en forma patente, notoria y absolutamente clara, y por ‘indudable’, que se tiene la certeza y plena convicción de algún hecho, esto es, que no puede ponerse en duda por lo claro, seguro y evidente que es.

En esos términos, un motivo de improcedencia manifiesto e indudable es aquel que está plenamente demostrado, pues no requiere mayor evidencia, toda vez que se ha advertido en forma patente y absolutamente clara de la lectura del escrito de demanda, de los escritos aclaratorios o de los documentos que se anexan a esas promociones. 

Además, se debe tener la certeza y plena convicción de que la causa de improcedencia de que se trata es operante en el caso concreto; de tal modo que aun en el supuesto de admitirse la demanda de amparo y sustanciarse el procedimiento, no sería posible arribar a una convicción diversa, independientemente de los elementos que pudieran allegar las partes.

De esta manera, para advertir la notoria e indudable improcedencia en un caso concreto, debe atenderse al escrito de demanda y a los anexos que se acompañen y así considerarla probada sin lugar a dudas, ya sea porque los hechos en que se apoya hayan sido manifestados claramente por el promovente o en virtud de que estén acreditados con elementos de juicio indubitables; de modo tal que los informes justificados que rindan las autoridades responsables, los alegatos y las pruebas que éstas y las demás partes hagan valer en el procedimiento, no sean necesarios para configurar dicha improcedencia ni tampoco puedan desvirtuar su contenido.

Por tanto, para que un motivo de improcedencia sea manifiesto e indudable, es necesario que de manera clara y patente así se advierta del escrito de demanda; de modo tal que se tenga la certeza y plena seguridad de su existencia.

Orienta lo antes considerado la tesis 2a. LXXI/2002, emitida por la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto siguientes:

‘DEMANDA DE AMPARO. DE NO EXISTIR CAUSA DE IMPROCEDENCIA NOTORIA E INDUDABLE, O TENER DUDA DE SU OPERANCIA, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE ADMITIRLA A TRÁMITE Y NO DESECHARLA DE PLANO.’ (Se transcribe).
En relación con el estudio íntegro de la demanda de amparo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido el criterio de que para lograr la fijación clara y precisa de los actos reclamados a que alude el artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo debe acudirse a la lectura íntegra de la demanda sin atender a los calificativos que en su enunciación se hagan sobre su constitucionalidad o inconstitucionalidad. 

Sin embargo, en algunos casos, ha precisado, ello resulta insuficiente, por lo que los juzgadores de amparo deberán armonizar, además, los datos que emanen del escrito de demanda, en un sentido que resulte congruente con todos sus elementos, e incluso con la totalidad de la información del expediente del juicio, atendiendo preferentemente al pensamiento e intencionalidad de su autor, descartando las precisiones que generen oscuridad o confusión. 

Por tanto, el juzgador de amparo, al fijar los actos reclamados, deberá atender a lo que quiso decir el quejoso y no únicamente a lo que en apariencia dijo, pues sólo de esta manera se logra congruencia entre lo pretendido y lo resuelto.

Al respecto, sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia P. VI/2004 (sic) emitida por el Pleno del Máximo Tribunal del país, consultable en la página 255, tomo XIX, abril de 2004, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice: 

‘ACTOS RECLAMADOS. REGLAS PARA SU FIJACIÓN CLARA Y PRECISA EN LA SENTENCIA DE AMPARO.’ (Se transcribe).
En ese sentido, la demanda de amparo debe ser interpretada en forma integral, atendiendo a lo que en ella se pretende desde el punto de vista material y no únicamente formal. 

Ilustra lo anterior la tesis P./J. 40/2000 del Pleno del Máximo Tribunal del país, consultable en la página 32, tomo XI, abril de 2000, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que dice: 

‘DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA EN SU INTEGRIDAD.’ (Se transcribe).
Estudio que incluye, incluso, el de los anexos a aquélla, en virtud de que éstos generalmente contienen datos que completan el entendimiento de la demanda, cuando es obscura o imprecisa; así, los anexos pueden permitir al juez esclarecer su contenido y desentrañar la verdadera voluntad del quejoso, lo que encuentra su apoyo en los principios que para la administración de justicia prevé el artículo 17 de la Constitución General de la República.

Apoya a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 183/2005 emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 778, tomo XXIII, enero de 2006, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de rubro y texto siguiente: 

‘DEMANDA DE AMPARO. AL PROVEER SOBRE SU ADMISIÓN, SU ANÁLISIS DEBE COMPRENDER LOS ANEXOS QUE SE ACOMPAÑEN A LA MISMA.’ 

Una vez precisado lo anterior, en el caso, de una lectura íntegra de la demanda de amparo  y anexo de ésta, se aprecia que el acto reclamado, como lo determinó el juez Federal, es de naturaleza electoral. 

Al respecto, destaca que en su escrito inicial, el quejoso expuso los hechos siguientes: 


Que el dos de julio de dos mil quince, acudió a las oficinas de la Junta Distrital Ejecutiva número Veintiséis del Instituto Nacional Electoral, en Toluca, Estado de México, para solicitar la inscripción o actualización del padrón electoral, lo cual se llevó a cabo en forma correcta “de acuerdo con las políticas de la Junta Distrital”, por lo que le fue entregado un comprobante en el que se indicó que la fecha de entrega de su credencial sería el dieciséis de ese mes y año.


Que el dieciséis de julio de dos mil quince, acudió a la Junta Distrital, pero personal encargado de la entrega de credenciales le informaron que tenía que regresar en quince días posteriores. 


Que el tres de agosto de dos mil quince regresó a la aludida Junta Distrital, pero quien le atendió refirió que no le entregaría su credencial porque no estaba lista, sin darle a conocer el motivo. 

Luego, en la demanda de amparo el quejoso señaló como preceptos constitucionales violados el artículo 8, en relación con los numerales 1, 34 y 35, así como violaciones a los derechos de petición, audiencia, debido proceso y a votar. 

Además, en sus conceptos de violación se inconformó con la falta de contestación a su solicitud, al no ser respondida de manera afirmativa o negativa; así como la ausencia de fundamentación y motivación al no informarle por qué no fue entregada la credencial para votar. 

Asimismo, junto al escrito inicial, el demandante exhibió copia certificada del comprobante de la solicitud individual de inscripción o actualización al padrón electoral y recibo de la credencial, en el que se indicó que a partir del dieciséis de julio de dos mil quince podía acudir al ‘módulo’ a recoger su credencial para votar.

Al efecto, en ese documento se informó al ciudadano que ‘sólo con la credencial que le entregaremos podrá votar, por eso le recordamos que debe regresar por ella. Así, no sólo tendría una nueva credencial para votar, sino que gracias a ella aparecerá en la lista nominal de la casilla electoral donde le corresponda votar.’
Conforme con lo anterior, se colige que el acto reclamado consiste en la negativa de entrega de la credencial para votar solicitada al Instituto Nacional Electoral. 

Lo anterior, porque a pesar de que el quejoso vinculó dicho acto con el ejercicio del derecho de petición, cuestionando que no se le diera una respuesta, ya fuese negativa o afirmativa, lo cierto es que el origen de la omisión que combatió es un trámite administrativo que inició a fin de obtener la expedición de la credencial para votar; siendo que, al respecto, el propio demandante refiere que el proceso de actualización o inscripción en el padrón se realizó correctamente, por lo que sólo quedó pendiente la entrega de la credencial, ante lo cual en el módulo de atención se le entregó el comprobante respectivo, en el que se precisó una fecha específica para tal entrega, con la que no se cumplió. 

Ante ello, el propio demandante, en su escrito inicial, reclamó que a pesar de haber acudido en dos ocasiones ante la autoridad electoral a recibir la credencial para votar, no logró obtenerla, siendo informado por el personal que atendió el módulo de que no se le entregaría, sin que le dieran las razones de tal negativa. 

De manera que, de sus propios argumentos y anexo exhibido con la demanda, se colige que el acto reclamado tiene origen, no en una petición hecha en términos del artículo 8 de la Constitución Federal, sino en el trámite favorable que realizó el quejoso, en el que sólo quedaba pendiente que la autoridad electoral emitiera la aludida credencial en la temporalidad que ella misma estableció, lo que no ocurrió.

En ese contexto, como se dijo, lo que en realidad acudió a combatir el inconforme es la negativa de expedición de la credencial para votar, pues pese a que realizó el trámite respectivo y la autoridad le indicó la fecha para darle tal documento, fue informado de que no se le entregaría, sin razón alguna.  

Ante ello, no asiste razón al recurrente cuando en sus agravios refiere que la materia del amparo era su derecho de petición, habida cuenta que su inconformidad está vinculada con la negativa de expedición de la credencial para votar, toda vez que él mismo refirió que el trámite atinente se realizó de manera correcta ante la autoridad electoral, por lo que se fijó la fecha para entrega de tal documento, sin que esto hubiese acontecido. 

De manera que, a pesar de que en sus agravios el inconforme refiere que su demanda de amparo está relacionada a la vulneración al derecho fundamental de petición, de lo expuesto en el escrito inicial y el anexo exhibido, se colige que en realidad su reclamo se refiere a la falta de emisión de la credencial por parte del Instituto Nacional Electoral, en la temporalidad que fue establecida por la propia autoridad. 

Por tanto, es correcto que el juez Federal hubiese indicado que la pretensión última del enjuiciante era que se le entregara la credencial para votar, ya que precisamente se colige de los propios argumentos y hechos que formuló el quejoso en la demanda de amparo. 

Conforme con lo anterior, este tribunal colegiado estima acertada la determinación asumida por el Juez de Distrito en el acuerdo recurrido, al considerar que en el caso concreto se actualizaba la causa de improcedencia que deriva del artículo 61, fracción XV, de la Ley de Amparo, en virtud de que el acto que se reclama se relaciona con la materia electoral.

Efectivamente, el artículo 61, fracción XV, establece lo siguiente:

‘Artículo 61.’ (Se transcribe).
Del precepto transcrito se conoce que el juicio de amparo será improcedente contra las resoluciones o declaraciones de las autoridades competentes en materia electoral.

Para comprender el alcance de esta disposición, es menester hacer referencia a los antecedentes históricos de los que derivó la inviabilidad de analizar, en el juicio de amparo, los actos de contenido político electoral.

[…]
A partir de lo anterior se concluye que si bien el legislador, tratándose de esa materia, hizo referencia expresa a resoluciones o declaraciones de las autoridades competentes en materia electoral, lo relevante es que se pretendió excluir del control de regularidad efectuado a través del juicio de amparo, a cualquier acto vinculado con la materia electoral.

De ahí que, para efectos de la causa de improcedencia examinada, el punto medular estriba en si la conducta que se reclama es de una autoridad competente en materia electoral y, por ende, incide en esta materia.

De lo hasta aquí destacado se concluye que el acto reclamado, como se adelantó, es materialmente electoral y por ese solo hecho el juicio de amparo es improcedente, en términos del artículo 61, fracción XV, de la Ley de Amparo, que establece la improcedencia de la vía constitucional contra resoluciones o declaraciones de las autoridades competentes en materia electoral.

Lo anterior, porque como se destacó, el quejoso acudió al juicio constitucional a cuestionar la falta de expedición de la credencial para votar, lo cual atribuyó a la Junta Distrital Ejecutiva Veintiséis en el Estado de México del Instituto Nacional Electoral; de esa manera es claro que reclamó un acto de una autoridad electoral, porque conforme el artículo 41, fracción V, apartado A, de la Constitución Federal,  dicho instituto es un organismo público autónomo, autoridad en la materia electoral, encargado de la función estatal de organizar las elecciones.

Además, el acto reclamado es de naturaleza electoral, habida cuenta que consiste en la falta de expedición de la credencial para votar.

Ello, en virtud de que en términos del artículo 131, párrafo 1, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, el Instituto Nacional Electoral tiene a su cargo el deber de incluir a los ciudadanos en las secciones del Registro Federal de Electores y expedirles la credencial para votar; mientras que conforme el párrafo 2 de ese numeral, dicha credencial es el documento indispensable para que los ciudadanos puedan ejercer su derecho de voto.

Luego, a fin de obtener la expedición de aquélla, los ciudadanos deben seguir el procedimiento que regulan los artículos 135 y 136 de la citada ley general, a fin de que la dirección ejecutiva del registro federal de electores proceda a la emisión del referido documento, según lo establece el precepto 134 del aludido ordenamiento legal.

De manera que la emisión y entrega de la credencial para votar se regula por la normativa electoral, está a cargo de una autoridad en tal materia y es el documento indispensable para ejercer el derecho de voto, el cual constituye una de las prerrogativas político-electorales que dispone el artículo 35, fracción I, de la Constitución federal, a favor de los ciudadanos mexicanos. 

Acorde con lo anterior, es claro que la negativa de expedición de la credencial de elector que reclamó el quejoso constituye un acto de naturaleza electoral, atribuido a una autoridad en esa materia, como es el Instituto Nacional Electoral.

Por tanto, al cuestionarse en el amparo un acto en materia electoral, resulta evidente que en el caso, como lo consideró el juez federal, se actualizaba de manera manifiesta e indudable, en términos de lo establecido en el artículo 113 de la Ley de Amparo, la causal de improcedencia prevista en el diverso numeral 61, fracción XV, del ordenamiento legal en cita.
No obsta a lo anterior el hecho de que el quejoso alegara transgresión a sus derechos fundamentales, pues al efecto procede dilucidar si por lo que hace al acto reclamado se actualiza una excepción a la hipótesis de improcedencia relativa a la impugnación de actos en materia electoral, por alegarse exclusivamente violaciones a derechos ajenos a esa materia.

Para dar solución a este tema resulta necesario traer a colación el contenido de la tesis aislada P. II/2007, que sustentó el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, enero de 2007, página 103, cuyos rubro y texto son del tenor siguiente:

‘DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES. CUANDO SU EJERCICIO INCIDA TOTALMENTE SOBRE CUESTIONES RELACIONADAS CON EL PROCESO ELECTORAL, NO SE ACTUALIZA EL SUPUESTO DE EXCEPCIÓN PREVISTO PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO, AUN CUANDO SE VINCULE CON LA VIOLACIÓN DE OTROS DERECHOS FUNDAMENTALES.’ (Se transcribe).
Del criterio transcrito se obtiene que el Alto Tribunal ha sostenido que, excepcionalmente, cuando junto con la violación de un derecho político se reclamen leyes o actos que entrañen la violación de otros derechos fundamentales, resulta procedente el juicio de amparo.

Sin embargo, también estableció que dicha excepción no se actualiza cuando a través de ese medio de control de la constitucionalidad se combate la violación de derechos políticos que, aun cuando pueden constituir un derecho fundamental, inciden exclusivamente sobre cuestiones electorales.

Lo anterior, en virtud de que cuando el ejercicio de los derechos que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos esté estrechamente vinculado con el sistema de justicia electoral, el examen de los actos de autoridad que regulan los aspectos relacionados con la participación del pueblo en la vida democrática del país y el acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público, no puede efectuarse a través del juicio de amparo. 

Concluyendo que el hecho de que en un juicio de amparo, el quejoso considere que el procedimiento electoral impugnado viola otros derechos fundamentales, como el de fundamentación y motivación que todo acto de autoridad debe contener, en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no hace procedente tal medio de control de la constitucionalidad, pues el análisis de dichas violaciones tendrá que realizarse de acuerdo con el sistema de justicia electoral mexicano.

Del criterio expuesto se colige que lo objetivamente relevante para determinar la actualización del supuesto de excepción al que se hizo referencia, consiste en que el tema a analizar verse únicamente sobre la transgresión a derechos constitucionales, sin que esté inmiscuida de algún modo la materia electoral, pues, en tal supuesto, la violación debe combatirse a través del sistema judicial de tutela de derechos de esa naturaleza.

Hipótesis de excepción que, en el caso no se actualiza, pues el quejoso acudió al amparo a cuestionar la falta de emisión y entrega de la credencial para votar, lo cual, como se dijo, es un acto de naturaleza electoral, toda vez que dicho documento constituye el requisito indispensable para ejercer el derecho político electoral de votar. 

Y no es obstáculo a lo anterior que el recurrente alegue en sus agravios que pretende la emisión y entrega de la credencial únicamente como medio de identificación oficial idóneo, y que es un hecho notorio que no estamos en elecciones, además de que no tiene intenciones de postularse a alguna candidatura. 

Ello, dado que la naturaleza jurídica de la aludida credencial está establecida en el artículo 131 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales como documento indispensable para ejercer el derecho político-electoral de voto, siendo que su emisión está a cargo de autoridades electorales en términos del procedimiento que dispone aquel ordenamiento electoral. 

De ahí que la no expedición de la credencial está vinculada con el derecho político electoral de votar, con independencia de que efectivamente se ejerza tal prerrogativa o alguna otra en la materia o la temporalidad en que ello acontezca. 

Como criterio orientador, se invoca la jurisprudencia 16/2008, emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, con el rubro y texto siguientes:

‘CREDENCIAL PARA VOTAR. LA NO EXPEDICIÓN, SIN CAUSA JUSTIFICADA, TRANSGREDE EL DERECHO AL VOTO.’ (Se transcribe).
De ahí que, si bien, la credencial para votar también sirve como documento de identificación oficial, esta función es accesoria, ya que su característica  principal –con independencia de su uso como tal– es que constituye el documento oficial necesario para ejercer el derecho al voto; por lo que su emisión o no expedición no puede ser analizada exclusivamente a partir de ser un documento identificatorio, dado que el sistema de expedición está a cargo de la autoridad electoral, a partir de la inscripción y actualización de datos en el registro federal de electores, por lo que es un instrumento jurídico regulado en tal materia. 

Al respecto, por su orientación en el tema, se cita la tesis aislada XV/2011, sostenida por la aludida Sala Superior, con el contenido siguiente:

‘CREDENCIAL PARA VOTAR CON FOTOGRAFÍA. AL PERDER VIGENCIA COMO INSTRUMENTO ELECTORAL, TAMBIÉN LA PIERDE COMO DOCUMENTO DE IDENTIFICACIÓN OFICIAL.’ (Se transcribe).

En ese sentido, al no poder desvincularse la conducta negativa atribuida a la autoridad señalada como responsable que reclamó el inconforme, del contexto del que deriva, esto es, la defensa de derechos político-electorales, por la falta de emisión de la credencial para votar, es inconcuso que su examen no es factible mediante el juicio de amparo.

Máxime si se tiene en cuenta que con ello no se deja en estado de indefensión al quejoso porque a través de los medios de defensa relativos al sistema de tutela de derechos electorales, es viable el análisis del acto combatido, a la luz de la posible transgresión de derechos constitucionales.

Ello, teniendo presente que, por una parte, el artículo 143 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales  dispone que los ciudadanos que, habiendo cumplido los requisitos y trámites correspondientes, no hubiesen obtenido oportunamente su credencial para votar, podrán solicitar su expedición ante las oficinas correspondientes del registro federal de electores, en donde estarán a su disposición los formatos necesarios para la presentación de la solicitud respectiva; siendo que tal oficina deberá resolver sobre la procedencia o improcedencia dentro del plazo de veinte días naturales siguientes y, en caso de negativa o falta de respuesta en tiempo, se podrá acudir ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

Eso último, habida cuenta que el artículo 80, párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral  dispone la procedencia del juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano cuando habiendo cumplido con los requisitos y trámites correspondientes, no hubiere obtenido oportunamente el documento que exija la ley electoral respectiva para ejercer el voto; medio impugnativo que se promoverá en los tiempos y formas establecidos por aquel ordenamiento legal.

Así las cosas, los aspectos aludidos por el inconforme en sus agravios del presente recurso, con los que pretende evidenciar que el acto reclamado no corresponde a la materia electoral resultan infundados, pues lo cierto es que la negativa de expedición de la credencial para votar es una cuestión derivada de un trámite a cargo de autoridades electorales, regulado por la legislación en dicha materia y vinculada a los derechos político-electorales del ciudadano.

Lo anterior cobra lógica si se tiene en cuenta, además, que de tramitarse el juicio de amparo contra la negativa que reclama el inconforme, la materia de fondo estaría vinculada con el acreditamiento o no de los requisitos y condiciones establecidos en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales para la expedición del aludido documento, y en la eventualidad de que se considerara procedente la emisión de la credencial, ello estaría a cargo de la autoridad competente en la materia electoral.

De manera que, contrario a lo que dice el recurrente, su pretensión de obtener la credencial para votar sí está vinculada a la materia electoral, pues se relaciona con los derechos político-electorales del ciudadano, temática que es ajena al juicio de amparo. 

De ahí que se considera ajustado a derecho que el Juez de Distrito hubiese considerado actualizada en forma manifiesta e indudable la causal de improcedencia contenida en el artículo 61, fracción XV, de la Ley de Amparo, al cuestionarse un acto materialmente electoral. 

Dadas las consideraciones anteriores, es inconcuso que son infundados los agravios propuestos y por ello debe confirmarse el desechamiento de la demanda de amparo.”
CUARTO. Criterio que sostuvo el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver el amparo en revisión 53/2015, que dio origen a la tesis aislada IV.3o.A.38K(10a.):
“Son fundados los agravios planteados.

En el presente caso la empresa quejosa promovió juicio de amparo contra los oficios CEE/SE/142/2014, CEE/SE/148/2014, CEE/SE/152/2014 y CEE/SE/158/2014, dictados por la Comisión Estatal Electoral de Nuevo León, en los que le requirió información sobre los titulares de determinadas líneas telefónicas, y posteriormente por no proporcionar los datos solicitados, se aplicó como medida de apremio dos multas y se hizo nuevo requerimiento. 

El Juez de Distrito, luego de aceptar la competencia que le declinó el Juzgado en Materias Civil y de Trabajo, al que se remitió inicialmente la demanda de amparo, la admitió a trámite. 

Empero, una vez rendido el informe justificado de la autoridad responsable, Secretario Ejecutivo de la Comisión Estatal Electoral de Nuevo León, mediante acuerdo de nueve de enero de dos mil quince (el que se recurre), el a quo determinó el sobreseimiento en el juicio fuera de audiencia, pues estimó que en el caso se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracciones XV y XXIII, de la Ley de Amparo, esta última fracción en relación con los artículos 41, párrafo segundo base V, apartado C y base VI, 99 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En contra, la parte quejosa presentó el recurso que se resuelve, en el que en sus conceptos de agravio –que se atienden en conjunto por estar íntimamente relacionados y reiterarse los planteamientos– alega, en suma y en lo que interesa, que la determinación del a quo no es adecuada, en tanto no reclama actos que atañen a la materia electoral, pues no tiene relación con el ejercicio de derechos políticos o con aspectos administrativos de tal materia; que no es parte en el procedimiento de origen; las multas se le impusieron con base en el Código de Procedimientos Civiles del Estado de Nuevo León; que los recursos que contempla la Ley Electoral para el Estado de Nuevo León, no le son aplicables por no encuadrar su reclamo y sus circunstancias en alguno de los supuestos de los medios de impugnación ahí contenidos; en virtud de lo anterior, considera que no se actualiza la causa de improcedencia descrita por el juzgador, de manera manifiesta e indudable.

Pues bien, según se indicó previamente, los anteriores motivos de disenso son fundados, pues en efecto, se estima que la materia de los actos reclamados, no es electoral.

Para efecto de sustentar lo anterior, en principio es necesario atender la disposición relativa de la Ley de Amparo:

‘Artículo 61.’ (Se transcribe).

Al respecto, tal como lo mencionó el a quo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido lineamientos para determinar lo que debe entenderse por materia electoral, según puede observarse en los criterios que se insertan en seguida.

‘AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONTRA NORMAS, ACTOS O RESOLUCIONES DE CARÁCTER ELECTORAL.’ (Se transcribe).

‘AMPARO. ES IMPROCEDENTE CUANDO SE IMPUGNAN NORMAS, ACTOS O RESOLUCIONES DE CONTENIDO MATERIALMENTE ELECTORAL O QUE VERSEN SOBRE DERECHOS POLÍTICOS.’ (Se transcribe).

De lo anterior, se desprende que para determinar que un acto es o no de materia electoral, no basta el hecho de que la norma reclamada se contenga en un ordenamiento cuya denominación sea electoral, o porque el acto o resolución provenga de una autoridad formalmente electoral, ni mucho menos de lo argumentado en los conceptos de violación de la demanda, sino que lo que debe valorarse es el contenido material de la norma, acto o resolución, pues si ese contenido es electoral o versa sobre derechos políticos, entonces sí, se está frente a actos respecto de los cuales el juicio de amparo es improcedente; y por el contrario, aun y cuando provenga de una autoridad electoral, pero su contenido trate cuestiones que escapan esa materia, de cumplirse los restantes presupuestos de la acción, el amparo será procedente.

Aquí es importante apuntar, que tradicionalmente el derecho electoral se entiende como el conjunto de normas constitucionales, legales, reglamentos, instituciones y principios referentes a la organización, administración y realización o ejecución de las elecciones; la constatación de validez de los resultados electorales; así como el control legal y constitucional de los mismos a través de su impugnación; esto es, el conjunto de reglas y procedimientos que regulan todo lo relativo a las elecciones, tanto en la fase de preparación, durante los comicios y posteriormente, en la etapa de declaración de validez y resultados.

Así, por cuanto hace a la materia electoral, cabe destacar el artículo constitucional 116, fracción IV, vigente, en el que se hace una relación de las cuestiones que se consideran como ‘materia electoral’, así, por ejemplo, se tiene que refiere a: a) lo referente al sufragio, universal, libre, secreto y directo; b) como principios rectores la legalidad, imparcialidad, objetividad, certeza e independencia, que deben observar las autoridades electorales; c) autonomía e independencia en las decisiones de las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia; d) establecimiento de los sistemas de medios de impugnación; e) plazos para el desahogo de todas las instancias considerando el principio de definitividad en las etapas de los procesos electorales; f) financiamiento público para los partidos políticos; g) equidad para el acceso de los partidos políticos a los medios de comunicación social; h) fijación de límites a las erogaciones de los partidos políticos en sus campañas y montos máximos de aportaciones, así como el establecimiento de sanciones por incumplimiento; e, i) tipificación de delitos y faltas en materia electoral, y sus sanciones.

De lo anterior se observa que el artículo 116, fracción IV, constitucional, de alguna manera, precisa aspectos específicos que deben ser considerados propios de la ‘materia electoral’, de entre los que se encuentran, cuestiones propias de los derechos políticos, como son las bases generales que instituyen los principios rectores para la elección de gobernadores, integrantes de las legislaturas y de los Ayuntamientos, así como cuestiones propiamente organizativas, administrativas y de otra índole, como lo es la función de las autoridades electorales, la organización de las elecciones, financiamiento público, comunicación social de los partidos, límites a las erogaciones y montos máximos de aportaciones, delitos y faltas administrativas y sus sanciones, etcétera.

Además, acorde con lo que la disposición constitucional de mérito señala como materia electoral, las demás disposiciones constitucionales –incluso las referidas por el a quo– se vinculan de manera íntima con las mismas, en tanto que se refieren en términos generales, entre otras cuestiones, a los partidos políticos, a las autoridades electorales, a los procesos electorales y su organización, a la integración de los órganos legislativos, a la elección de los representantes populares y a los sistemas de elección.

Lo anterior quedó reflejado en la siguiente jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, del tenor:

‘ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. MATERIA ELECTORAL PARA LOS EFECTOS DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO.’ 

Por su parte, en el Estado de Nuevo León, en la ley de la materia –Ley Electoral para el Estado de Nuevo León– se determina que ésta tiene por objeto regular lo concerniente a: (Se transcribe).
I. Los derechos y obligaciones político-electorales de los ciudadanos del Estado;
II. Los derechos, obligaciones y prerrogativas de los partidos políticos y de los candidatos independientes, así como el régimen aplicable a las asociaciones políticas;
III. La integración, facultades y obligaciones de los organismos electorales y del Tribunal Electoral del Estado;
IV. La preparación, desarrollo y vigilancia de los procesos electorales ordinarios y extraordinarios, para la renovación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, así como de los Ayuntamientos de los Municipios del Estado;
V. La calificación de las elecciones;
VI. El sistema de medios de impugnación para garantizar la legalidad de los actos, resoluciones y resultados electorales; y
VII. La determinación de las infracciones a esta Ley, y de las sanciones correspondientes.

Lo anterior otorga un parámetro para determinar si la naturaleza de un acto de autoridad corresponde a la materia electoral, y por ende que debe someterse a los principios que la rigen; o si por el contrario, no le atañe, lo cual supone que está sometido al control que incumbe a la generalidad de las actuaciones de las autoridades.

Ahora bien, en el caso, la impetrante promovió juicio de amparo en contra de los oficios antes mencionados; en estos, la Comisión Estatal Electoral de Nuevo León, en el marco de un ‘procedimiento especial sancionador’, inicialmente solicitó que le proporcionara información sobre determinadas líneas telefónicas, al considerarla necesaria para esclarecer los hechos motivos de denuncia y que serían analizados en tal procedimiento, y luego, ante la renuencia de la aquí quejosa, quien en efecto no es parte en aquella instancia, le impuso multas como medida de apremio, lo cual fue repetido en los oficios reclamados.

De lo anterior, se advierte que contrario a lo establecido por el a quo, el acto reclamado no es de naturaleza electoral, aun y cuando proviene de una autoridad y procedimientos que formalmente lo son, pues su contenido resulta independiente a la materia del proceso sancionador del que emana.

En efecto, los requerimientos formulados y multas impuestas que se reclaman, si bien emanan de un procedimiento especial sancionador, sustanciado ante la Comisión Estatal Electoral, lo cierto es que no trastocan derechos políticos de las partes, ni las normas administrativas que rigen los procedimientos de elección; aunado a lo cual, según lo expone la recurrente, ésta no es parte en tal procedimiento, y en tal sentido no se advierte de manera clara e indudable la procedencia de algún medio de defensa ante los órganos jurisdiccionales especializados en la materia electoral.

La materia del juicio de amparo será analizar la constitucionalidad de los requerimientos formulados y de las multas impuestas a la luz de los conceptos de violación; esto es, lo que se someterá al escrutinio del juez de amparo será si la solicitud que hiciera la autoridad electoral sobre información de personas a quienes la empresa quejosa presta sus servicios (quien no es parte en el procedimiento especial sancionador), respeta los derechos fundamentales de la impetrante, así como también, si las multas que se le impusieron respetan los principios constitucionales respectivos.

Luego, como puede advertirse, tales cuestiones no trascienden a la materia del procedimiento electoral del que emanan, cuya finalidad es sancionar conductas irregulares que se denuncien dentro de los procesos electorales, consistentes en aquellas que violen lo dispuesto en el octavo párrafo del artículo 134 de la Constitución del mencionado Estado, contravengan normas sobre propaganda política o electoral, o bien, que constituyan actos anticipados de precampaña o campaña (esta última es la hipótesis que se ventila en la especie).

Luego, la circunstancia de que la información que se pretende recabar mediante la solicitud a la aquí recurrente, pueda tener relación con los hechos que constituyen la infracción denunciada, o bien, el que las multas reclamadas hayan sido impuestas como medida de apremio, esto es, las que tiene a la mano la autoridad electoral responsable para hacer valer sus determinaciones, no determinan que en efecto, su contenido material sea electoral. 

Por el contrario, tal como lo expone la recurrente, en el caso la materia del amparo no tiene relación con derechos políticos, esto es, con las bases generales que instituyen los principios rectores para la elección de gobernadores, integrantes de las legislaturas y de los Ayuntamientos; ni tampoco con cuestiones propiamente organizativas, administrativas y de otra índole, respecto de la función de las autoridades electorales, la organización de las elecciones, partidos políticos, delitos y faltas administrativas y sus sanciones.

Pues se insiste, los actos que se reclaman no influenciarán directamente en la determinación que la responsable pueda tomar en el procedimiento del que emana, ya que, por una parte, la constitucionalidad de las multas impuestas es una cuestión totalmente independiente, es decir, el resultado que pueda obtenerse del amparo sobre éstas, en nada trasciende al procedimiento sancionador que se desarrolla. Y por otra, por lo que hace a los requerimientos en sí mismos, en el supuesto de que fueran declarados inconstitucionales, la responsable puede allegarse la información mediante diversas vías; incluso, debe considerarse, los actos denunciados como infractores a las normas electorales, pueden quedar acreditados o no, con independencia de lo que la aquí quejosa llegara a informar. 

En la misma medida, por el contenido material de los actos reclamados (requerimiento de información a un tercero y multa como medida de apremio), la materia del juicio de amparo que nos ocupa no versa sobre los temas que la Ley Electoral para el Estado de Nuevo León regula, pues se insiste, no se trata de: derechos y obligaciones político-electorales; partidos políticos, candidatos independientes, asociaciones políticas; preparación, desarrollo y vigilancia de los procesos electorales ordinarios y extraordinarios; calificación de las elecciones; determinación de las infracciones y de las sanciones correspondientes, entendido este supuesto en relación con las normas de la propia ley y respecto de los sujetos activos en materia electoral .

Aunado a lo anterior, se advierte que acierta la recurrente al señalar que contrario a lo establecido por el a quo, no tiene ante los órganos electorales alcance a un medio de defensa contra las determinaciones que reclama, ya sea en la vía administrativa o en la jurisdiccional.

Lo anterior, pues de la lectura que se hace a las disposiciones de la Ley Electoral para el Estado de Nuevo León, en específico al artículo 302, con independencia de los presupuestos de procedencia de los medios de impugnación existentes, se advierte que los sujetos legitimados para la interposición de estos, se limita a:
1. El ciudadano que le sea negada la acreditación como observador electoral; 
2. El partido político, coalición o candidato que resienta un agravio directo con la actuación de la Comisión Estatal Electoral; 
3. El ciudadano que resienta un agravio directo con la actuación de las Comisiones Municipales Electorales, o el partido político, coalición, la asociación política o el candidato no sean respetados sus derechos y prerrogativas por parte de las autoridades municipales o estatales; 
4. El ciudadano o el partido político tratándose del recurso de apelación, que procede entre dos procesos electorales contra resoluciones dictadas por la Comisión Estatal Electoral; 

5. El candidato o candidatos, el partido político por el representante acreditado, en cuanto al juicio de inconformidad; y
6. En el recurso de reclamación y recurso de aclaración, el promovente del recurso o juicio principal.

De manera que, ciertamente la parte quejosa aquí recurrente, al no tener el carácter de alguno de los sujetos descritos con antelación, no está legitimada para interponer algún medio de defensa en materia electoral. 

Lo cual genera, principalmente, que no pueda sesgarse el acceso al juicio de amparo, en respeto al derecho humano a un recurso efectivo, mucho menos en forma anticipada, como ocurre en el caso. Y en forma secundaria, genera convicción de que el contenido material de los actos reclamados escapan de las normas que rigen la materia electoral, pues son diversos los actores de ésta y las cuestiones que le interesan. 

Merced a todo lo anterior, se estima que en el caso no se actualiza la causa de improcedencia señalada por el a quo, de forma manifiesta e indudable, que genere decretar el sobreseimiento fuera de audiencia, según lo hiciera el juzgador de amparo en el acuerdo recurrido. 

En estas condiciones, y precisamente en aras de que la quejosa cuente con un recurso efectivo de defensa, que se traduce en protección de sus derechos humanos, se impone con fundamento en el artículo 93, fracción IV de la Ley de Amparo, revocar el acuerdo recurrido, porque se actualiza una violación a las reglas fundamentales que norman el procedimiento del juicio de amparo, al dictarse el sobreseimiento fuera de audiencia, justamente por no ser patente la causa notoria, manifiesta e indudable de improcedencia.

Bajo tal tenor, el Juez de Distrito deberá reponer el procedimiento, para efecto de que continúe en sus trámites el juicio de amparo y hecho lo anterior, señale nuevamente día y hora para la celebración de la audiencia constitucional y dicte la sentencia que corresponda conforme a derecho.

Sobre ese particular, se invoca la jurisprudencia VI.1o.A. J/55 (9a.), del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, que este tribunal comparte, cuyos rubro y texto indican:

‘SOBRESEIMIENTO FUERA DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. CUANDO LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA NO ES NOTORIA E INDUDABLE, EL TRIBUNAL COLEGIADO QUE CONOZCA DE LA REVISIÓN DEBE ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO.’ (Se transcribe).
En virtud de lo anterior, resulta innecesario atender los restantes argumentos expuestos por la recurrente, pues a nada práctico conduce, ya que aun de resultar fundados, no podría obtener un fallo mayormente favorable.

Por lo expuesto y fundado, se RESUELVE:

ÚNICO. Se REVOCA la sentencia sujeta a revisión para los efectos precisados en la parte final de la presente ejecutoria.”
La anterior resolución dio origen a la siguiente tesis aislada:
“SOBRESEIMIENTO FUERA DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. NO SE ACTUALIZA DE FORMA NOTORIA Y MANIFIESTA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XV, DE LA LEY DE AMPARO PARA DECRETARLO, CUANDO SE RECLAMAN ACTOS DE LA COMISIÓN ESTATAL ELECTORAL DE NUEVO LEÓN EN LOS QUE SE APLICAN MULTAS COMO MEDIDA DE APREMIO Y SE HACEN REQUERIMIENTOS SOBRE INFORMACIÓN A UN TERCERO AJENO AL PROCEDIMIENTO EN EL QUE SE DICTAN. Para decretar el sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional, no se actualiza de forma notoria y manifiesta la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XV, de la Ley de Amparo, el cual señala que no procede el juicio de amparo contra las resoluciones o declaraciones de las autoridades competentes en materia electoral, cuando se reclaman actos de la Comisión Estatal Electoral de Nuevo León en los que se aplican multas como medida de apremio y se hacen requerimientos sobre información a un tercero ajeno al procedimiento en el que se dictan. Lo anterior, pues según lo resolvió jurisprudencialmente la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para determinar que un acto es electoral, no basta el hecho de que la norma reclamada se contenga en un ordenamiento cuya denominación sea de esa naturaleza o provenga de una autoridad formalmente electoral, sino que debe valorarse el contenido material de la norma, acto o resolución. De manera que, en el caso referido, se requiere un estudio detallado de las implicaciones de los requerimientos formulados, para estar en aptitud de establecer si materialmente trastocan derechos políticos de las partes o las normas administrativas que rigen los procedimientos de elección, lo que es propio de la sentencia constitucional. Aunado a lo cual, si el quejoso no es parte en el procedimiento del que emanan los actos reclamados, no puede determinarse clara e indudablemente la procedencia de algún medio de defensa ante los órganos jurisdiccionales especializados en materia electoral, lo cual genera que no pueda sesgarse anticipadamente el acceso al juicio de amparo mediante un sobreseimiento fuera de la audiencia constitucional, en respeto al derecho humano a un recurso efectivo.”
Décima Época. Registro: 2009908. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 22, Septiembre de 2015, Tomo III. Materia(s): Común. Tesis: IV.3o.A.38 K (10a.). Página: 2213. 

QUINTO. Las consideraciones sostenidas por los Tribunales Colegiados pueden verse resumidas en el siguiente cuadro:
	Recurso de queja 14/2016 resuelto por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito.
	“De manera que, de sus propios argumentos y anexo exhibido con la demanda, se colige que el acto reclamado tiene origen, no en una petición hecha en términos del artículo 8 de la Constitución Federal, sino en el trámite favorable que realizó el quejoso, en el que sólo quedaba pendiente que la autoridad electoral emitiera la aludida credencial en la temporalidad que ella misma estableció, lo que no ocurrió.

En ese contexto, como se dijo, lo que en realidad acudió a combatir el inconforme es la negativa de expedición de la credencial para votar, pues pese a que realizó el trámite respectivo y la autoridad le indicó la fecha para darle tal documento, fue informado de que no se le entregaría, sin razón alguna.

Ante ello, no asiste razón al recurrente cuando en sus agravios refiere que la materia del amparo era su derecho de petición, habida cuenta que su inconformidad está vinculada con la negativa de expedición de la credencial para votar, toda vez que él mismo refirió que el trámite atinente se realizó de manera correcta ante la autoridad electoral, por lo que se fijó la fecha para entrega de tal documento, sin que esto hubiese acontecido.

[…]

Conforme con lo anterior, este tribunal colegiado estima acertada la determinación  asumida por el Juez de Distrito en el acuerdo recurrido, al  considerar que en el caso concreto se actualizaba la causa de improcedencia que deriva del artículo 61, fracción XV, de la Ley de Amparo, en virtud de que el acto que se reclama se relaciona con la materia electoral.” 

	Amparo en revisión 53/2015, resuelto por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito.
	“Ahora bien, en el caso, la impetrante promovió juicio de amparo en contra de los oficios antes mencionados; en estos, la Comisión Estatal Electoral de Nuevo León, en el marco de un “procedimiento especial sancionador”, inicialmente solicitó que le proporcionara información sobre determinadas líneas telefónicas, al considerarla necesaria para esclarecer los hechos motivos de denuncia y que serían analizados en tal procedimiento, y luego, ante la renuencia de la aquí quejosa, quien en efecto no es parte en aquella instancia, le impuso multas como medida de apremio, lo cual fue repetido en los oficios reclamados.

De lo anterior, se advierte que contrario a lo establecido por el a quo, el acto reclamado no es de naturaleza electoral, aún y cuando proviene de una autoridad y procedimientos que formalmente lo son, pues su contenido resulta independiente a la materia del proceso sancionador del que emana.

En efecto, los requerimiento formulados y multas que se reclaman, si bien emanan de un procedimiento especial sancionador, sustanciado ante la Comisión Estatal Electoral, lo cierto es que no trastocan derechos políticos de las partes, ni las normas administrativas que rigen los procedimientos de elección; aunado a lo cual, según lo expone la recurrente, ésta no es parte en tal procedimiento, y en tal sentido no se advierte de manera clara e indubitable la procedencia de algún medio de defensa ante los órganos jurisdiccionales especializados en la materia electoral.”


SEXTO. Determinación de la inexistencia de la contradicción de tesis. No existe la contradicción de tesis denunciada, pues los tribunales colegiados no se ocuparon de la misma cuestión jurídica.

El propósito para el que fue creada la figura de la contradicción de tesis es salvaguardar la seguridad jurídica ante criterios jurídicos opuestos y realizar la función unificadora de la interpretación del orden jurídico nacional.

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que se precisa de la reunión de los siguientes supuestos, para que exista la contradicción de tesis:

a. La presencia de dos o más ejecutorias en las que se adopten criterios jurídicos discrepantes sobre un mismo punto de derecho, independientemente de que las cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente iguales, y

b. Que la diferencia de criterios emitidos en esas ejecutorias, se presente en las consideraciones, razonamientos o respectivas interpretaciones jurídicas.

En el caso, los tribunales colegiados analizaron cuestiones jurídicas distintas y, por ello, no sostuvieron criterios discrepantes, como enseguida se verá en el siguiente cuadro comparativo de antecedentes:

	A N T E C E D E N T E S

	R.Q.14/2016
	**********promovió juicio de amparo indirecto en contra de la omisión de dar respuesta a la solicitud que presentó ante la Junta Distrital Ejecutiva en el Estado de México en el Instituto Nacional Electoral para la inscripción o actualización del padrón electoral y expedición de su credencial para votar.
El Juez del conocimiento consideró que se actualizó de forma manifiesta e indudable la causal de improcedencia contenida en el artículo 61, fracción XV, en relación con el artículo 113 de la Ley de Amparo.

Lo anterior, en virtud de que si el quejoso reclamó la omisión de la Junta Distrital Ejecutiva Veintiséis del Instituto Nacional Electoral, con residencia en Toluca, Estado de México, de dar respuesta a la solicitud individual de inscripción o actualización al padrón electoral que realizó, su pretensión última era que se le entregara tal credencial; por tanto, la omisión reclamada tiene una naturaleza formal y materialmente electoral, porque se atribuye dentro de un procedimiento administrativo que tiene como finalidad mantener actualizado el padrón electoral y otorgar a los ciudadanos un medio de identificación con el cual puedan ejercer su derecho de voto, lo cual podía influir en una elección. 

En consecuencia, en términos del artículo 99 constitucional que prevé un tribunal especializado para la resolución de todos los asuntos en materia electoral, cualquier acto u omisión en ese ámbito debe plantearse ante los tribunales competentes.

Inconforme con la anterior resolución el quejoso promovió recurso de queja.

El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito declaró infundado el recurso pues de los propios argumentos del quejoso así como de los anexos exhibidos en la demanda, se colige que el acto reclamado tiene origen no en una petición hecha en términos del artículo 8 constitucional, sino en el trámite favorable que realizó el quejoso, en el que solo quedaba pendiente que la autoridad electoral emitiera la aludida credencial en la temporalidad que ella misma estableció, lo que no ocurrió.
Por lo que no asistía razón al recurrente cuando en sus agravios refirió que la materia del amparo era su derecho de petición, habida cuenta que su inconformidad está vinculada con la negativa de expedición de la credencial para votar, toda vez que él mismo refirió que el trámite atinente se realizó de manera correcta ante la autoridad electoral, por lo que se fijó fecha para entrega de tal documento, sin que eso hubiera acontecido.

En virtud de lo anterior, al ser el acto reclamado (negativa de expedición de credencial de elector)  materialmente electoral, el juicio de amparo es improcedente en términos del artículo 61, fracción XV, de la Ley de Amparo, que establece la vía constitucional contra resoluciones o declaraciones de las autoridades competentes en materia electoral. 

	A.R.53/2015
	**********promovió juicio de amparo indirecto en contra de diversos oficios emitidos por el Coordinador Técnico Electoral en funciones de Secretario Ejecutivo y Secretario Ejecutivo de la Comisión Estatal Electoral de Nuevo León, así como del Secretario de Finanzas y Tesorero General de Nuevo León, en los que le solicitaron diversa información con apercibimiento de la aplicación de una medida de apremio; así como las multas impuestas al efecto. 

El Juez Segundo de Distrito en Materia Administrativa en el Estado de Nuevo León dictó acuerdo en el sentido de sobreseer en el juicio al actualizarse la causa de improcedencia contenida en el artículo 61, fracciones XV y XXIII, de la Ley de Amparo, en relación con el 41, párrafo segundo, base V, apartado C, y base VI, 99 y 116, fracción IV, inciso c), y I) de la Constitución Federal, pues consideró que tomando en cuenta el contenido de los actos reclamados en la demanda de amparo y su ampliación, era evidente que tenían una relación directa e inmediata con aspectos administrativos en materia electoral, específicamente con el uso de los medios de apremio necesarios para hacer cumplir de manera expedita, en los términos que fije la ley, las resoluciones dictadas por la Comisión Estatal Electoral de Nuevo León
Inconforme con lo anterior la empresa quejosa interpuso recurso de revisión.

El Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito revocó la sentencia del Juez de Distrito para el efecto de que repusiera el procedimiento a efecto de que continuara en sus trámites el juicio de amparo.

La consideración toral para revocar la determinación del Juez fue que la materia de los actos reclamados no es electoral.

Señaló que en el caso, la impetrante promovió juicio de amparo indirecto en contra de diversos oficios emitidos por la Comisión Estatal Electoral de Nuevo León, con motivo de una procedimiento especial sancionador en el que inicialmente se le solicitó información sobre determinadas líneas telefónicas, al considerarla necesaria para esclarecer hechos motivo de una denuncia y que serían analizados en tal procedimiento; por lo que ante la renuencia de la quejosa (que no es parte en el procedimiento de mérito) le impuso multas como medida de apremio.

Por lo que, de manera contraria a lo que estableció el a quo, el acto reclamado no es de naturaleza electoral, aún y cuando proviene de una autoridad y procedimientos que formalmente lo son, pues su contenido resulta independiente a la materia del proceso sancionador del que emana.
Si bien los requerimientos formulados (multas impuestas) surgen de un procedimiento sancionador, sustanciado ante la Comisión Estatal Electoral, lo cierto es que no trastocan derechos políticos de las partes, ni las normas administrativas que rigen los procedimientos de elección; aunado a que la recurrente no es parte en el procedimiento y, en tal sentido, no se advierte de manera clara la procedencia de algún medio de defensa ante los órganos jurisdiccionales especializados en materia electoral.


Del cuadro que antecede, así como de la transcripción de las ejecutorias bajo estudio, es posible evidenciar que para el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito fue correcta la determinación del Juez de Distrito de sobreseer en el juicio de amparo tras considerar que se actualizó la causa de improcedencia contenida en el artículo 61, fracción XV, de la Ley de Amparo, pues en el caso bajo su estudio el acto reclamado consistió en la negativa de que se le expidiera al quejoso su credencial para votar.
En ese sentido, no obstante que el quejoso en sus conceptos de violación se inconformó en términos del artículo 8o. constitucional (derecho de petición) por la falta de contestación a su solicitud de manera afirmativa o negativa así como la ausencia de fundamentación y motivación, al no informarle por qué no le fue entregada la credencial para votar por parte de la Junta Distrital número 26 del Instituto Nacional Electoral en Toluca, Estado de México; lo cierto es que lo que en realidad acudió a combatir fue la negativa de la expedición de la credencial para votar, cuestión que está relacionada con la materia electoral.

En ese sentido el Tribunal Colegiado sostuvo que derivado de la naturaleza jurídica de la credencial para votar que está establecida en el artículo 131 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales −que dispone que este documento es indispensable para ejercer el derecho político-electoral de voto y su emisión está a cargo de autoridades electorales en términos del procedimiento que dispone este ordenamiento electoral− el examen de la conducta negativa atribuida a la autoridad señalada como responsable (falta de expedición de la credencial) no es factible mediante el juicio de amparo.
Por su parte, el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito sostuvo que eran fundados los argumentos del quejoso enderezados en contra del sobreseimiento decretado por el Juez de Distrito con fundamento en el artículo 61, fracciones XV y XXIII, de la Ley de Amparo en tanto que de manera contraria a lo sostenido por éste, el acto reclamado no es de la materia electoral.

Señaló que la quejosa promovió juicio de amparo en contra de diversos oficios emitidos por la Comisión Estatal Electoral de Nuevo León dentro de un procedimiento especial sancionador, en el que inicialmente le fue solicitado proporcionara información sobre determinadas líneas telefónicas (necesarias para esclarecer los hechos motivo de denuncia y que serían analizados en dicho procedimiento) por lo que ante su renuencia, le fueron impuestas diversas multas como medida de apremio.
Por lo que si bien los requerimientos formulados y multas emanan de un procedimiento especial sancionador sustanciado ante la Comisión Estatal Electoral, lo cierto es que no trastocan derechos políticos de las partes, ni las normas administrativas que rigen los procedimientos electorales, sobre todo si la quejosa no es parte en dicho procedimiento, por lo que no se advierte de manera clara e indudable la procedencia de algún medio de defensa ante los órganos jurisdiccionales especializados en la materia electoral, en contra de las multas de mérito.
Consecuentemente, sostuvo que el juicio de amparo es procedente para analizar los requerimientos formulados y de las multas impuestas a la luz de los conceptos de violación; esto es, si la solicitud que hiciera la autoridad electoral sobre la información de personas a quienes la empresa quejosa presta sus servicios respeta sus derechos fundamentales, así como las multas que le fueran impuestas respetan los principios constitucionales respectivos.
Por tanto, debe concluirse que no existe la contradicción de criterios, pues ambos colegiados analizaron cuestiones fácticas distintas que los llevaron a concluir posturas diferentes, lo cual no necesariamente indica que sus criterios sean opuestos.

Lo anterior es así en tanto que uno analizó lo relativo a la naturaleza de los trámites de la solicitud y expedición de la credencial para votar, para concluir que dicho trámite es de naturaleza electoral; mientras que el otro analizó lo relativo a las medidas de apremio por no otorgar información relativa a diversas líneas telefónicas dentro de un procedimiento especial sancionador; que si bien fue iniciado por la Comisión Estatal Electoral, lo cierto es que dicho procedimiento, en criterio del Tribunal Colegiado, no trastoca los derechos políticos de las partes ni las normas administrativas que rigen los procedimientos de elección, por tanto las multas que le fueran impuestas pueden ser analizadas a través del juicio de amparo.

En ese sentido, ambos tribunales colegiados fueron coincidentes en sostener que para efecto de determinar si se está en presencia de un acto de naturaleza electoral debe atenderse a que el acto reclamado esté relacionado con derechos políticos-electorales: partidos políticos, candidatos, organización y administración (funciones de las autoridades electorales), elecciones, medios de impugnación, infracciones y sanciones, etcétera. De ahí que no exista la contradicción de tesis denunciada.
ÚNICO. No existe la contradicción de tesis denunciada.
NOTIFÍQUESE; con testimonio de esta resolución a los Tribunales Colegiados contendientes, y en su oportunidad, archívese el presente toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros: Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Presidente Eduardo Medina Mora I.. El señor Ministro José Fernando Franco González Salas, emitió su voto con reservas.
Firman el Ministro Presidente y la Ministra Ponente, con el Secretario de Acuerdos, que autoriza y da fe.

PRESIDENTE:

MINISTRO EDUARDO MEDINA MORA I.

PONENTE:

MINISTRA MARGARITA BEATRIZ LUNA RAMOS.

SECRETARIO DE ACUERDOS:

LIC. MARIO EDUARDO PLATA ÁLVAREZ.

ESTA HOJA CORRESPONDE A LA CONTRADICCIÓN DE TESIS 323/2016. SUSCITADA ENTRE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS TERCERO DEL CUARTO CIRCUITO Y PRIMERO DEL SEGUNDO CIRCUITO, AMBOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA., FALLADO EN SESIÓN DE UNO DE FEBRERO DE DOS MIL DIECISIETE, EN EL SENTIDO SIGUIENTE: "ÚNICO. NO EXISTE LA CONTRADICCIÓN DE TESIS DENUNCIADA." CONSTE.

EN TÉRMINOS DE LO DISPUESTO POR EL PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN EN SU SESIÓN DE VEINTICUATRO DE ABRIL DE DOS MIL SIETE, Y CONFORME A LO PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 3, FRACCIÓN II, 13, 14 Y 18 DE LA LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL, ASÍ COMO EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 9º DEL REGLAMENTO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, EN ESTA VERSIÓN PÚBLICA SE SUPRIME LA INFORMACIÓN CONSIDERADA LEGALMENTE COMO RESERVADA O CONFIDENCIAL QUE ENCUADRA EN ESOS SUPUESTOS NORMATIVOS.
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